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13. Derecho Penal - Corte de Apelaciones

Robo en lugar destinado a la habitación

Agravante de pluralidad de malhechores procede 
siempre que intervenga más de una persona en el delito. II. 
Determinación de la pena debe considerar las anotaciones 
del extracto de filiación y los antecedentes que registra 
el imputado cuando era menor de edad. Reglas de Beijing 
sólo constituyen un principio de orientación

Hechos

Ministerio Público interpone recurso de nulidad contra la sentencia dictada por 
el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal y que condenó a los acusados por el delito 
frustrado de robo en lugar destinado a la habitación, estima se ha incurrido en 
una errónea aplicación del derecho al determinar la pena a cumplir. La Corte de 
Apelaciones acoge el recurso de nulidad penal deducido, declara nula la sentencia 
y el juicio oral, debiéndose remitir los antecedentes al tribunal no inhabilitado 
que correspondiere, para que éste disponga la realización de un nuevo juicio oral.

Antecedentes del fallo:
Tipo: Recurso de nulidad (acogido) 
Tribunal: Corte de Apelaciones de La Serena
Rol: 59-2015, de 20 de marzo de 2015
Partes: “Ministerio Público con Christian Eduardo García Berríos y otro”
Ministros: Sr. Juan Pedro Shertzer D., Sr. Fernando Ramírez I., Sra. Erika 
Noack O. 

Doctrina

I.	 El Ministerio Público ha cuestionado la decisión de los jueces de no dar por 
configurada la agravante de responsabilidad penal prevista en el artículo 
456 bis Nº 3 del Código Penal, puesto que se debe tener presente, dados los 
alcances y contenido de la norma que la contiene, que objetivamente tal 
agravante concurre siempre que sea más de uno el que intervenga en el delito, 
pero claro está, participando materialmente en su ejecución. Esta última 
exigencia respecto de la cual algunos autores le atribuyen una importancia 
vital, no puede ser objeto de controversia en el caso de autos, puesto que los 
jueces expresamente determinaron en el párrafo final del motivo decimocuarto 
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de su expresión jurisdiccional, que a los sentenciados les correspondía una 
participación de autores, nada menos que en los términos que preceptúa el 
artículo 15 Nº 1 del Código precitado, disposición que enseña que se con-
sideran autores los que toman parte en la ejecución del hecho, sea de una 
manera inmediata y directa, sea impidiendo o procurando impedir que se 
evite (considerando 4º de la sentencia de la Corte de Apelaciones).

II.	 Es necesario precisar que las Reglas de Beijing, bajo cuyo manto se erige 
esencialmente la discusión respecto a si se deben considerar las condenas bajo 
la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil, no resultan obligatorias para el 
Estado chileno, pues no tiene la naturaleza de ser un tratado internacional 
ratificado por Chile. Sólo constituye un principio de orientación pero aun así, 
su punto 21.2 indicado por los jueces (“Los registros de menores delincuentes 
no se utilizarán en procesos de adultos relativos a casos subsiguientes en los 
que esté implicado el mismo delincuente”), ni siquiera resulta determinante 
en el sentido atribuido, puesto que tal regla se refiere a “registros”, vale decir, 
antecedentes de carácter administrativo e investigativo, y no a los registros 
prontuariales ni a las sentencias judiciales ejecutoriadas, las que las mis-
mas Reglas de Beijing denomina “sentencias” y “decisión de la autoridad 
competente”, de lo que sigue que resulta procedente considerar las anotacio-
nes que contenga el extracto de filiación y antecedentes del acusado como 
adolescente y también las copias de las sentencias originadas en procesos 
tramitados de conformidad a la ley Nº 20.084, para los efectos de valorar su 
conducta anterior. Tal línea argumentativa, que esta Corte comparte, ha sido 
ya expuesta en numerosos fallos, entre otros en causa RUC 1.100.699.907-9 
del Tribunal Oral en lo Penal de Santiago (considerando 7º de la sentencia 
de la Corte de Apelaciones).

Cita online: CL/JUR/2031/2015

Normativa relevante citada: Artículos 11 Nº 6, 456 bis Nº 3 del Código Penal; 
ley Nº 20.084.

Corte de Apelaciones

La Serena, diecisiete de marzo de 
dos mil quince.

VISTOS Y TENIENDO PRESEN-
TE:

Primero: Que el fiscal adjunto don 
Herbert Rohde Duna, ha recurrido de 
nulidad en contra del fallo de fecha 20 
de enero pasado, dictado por el Tribunal 
de Juicio Oral en lo Penal de Ovalle, en 

causa RIT Nº 166-2014, por el cual se 
condenó a Christian Eduardo García 
Berríos y a Mario Andrés Cerda Bolva-
rán, en calidad de autores de un delito 
frustrado de robo en lugar destinado a 
la habitación, previsto y sancionado en 
el artículo 440 Nº 1, en relación con el 
artículo 432, ambos del Código Penal, 
perpetrado en Ovalle el día 22 de agosto 
del año 2014, a la pena de tres años y 
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un día de presidio menor en su grado 
máximo y a las accesorias de inhabili-
tación absoluta perpetua para derechos 
políticos y la de inhabilitación absoluta 
para cargos y oficios públicos durante 
el tiempo de la condena.

A juicio de la Fiscalía, el mencionado 
fallo incurre en la causal de nulidad 
contemplada en el artículo 373 letra 
b) del Código Procesal Penal, errónea 
aplicación del derecho que ha influido 
sustancialmente en lo dispositivo del fa-
llo, y que se concreta en dos situaciones 
determinantes: a) Por no haberse apli-
cado la agravante especial contemplada 
en el artículo 456 bis Nº 3 del Código 
Penal, esto es la pluralidad de los mal-
hechores, y b) Por haberse beneficiado 
al condenado Christian García Berríos 
con la atenuante de su irreprochable 
conducta anterior.

Segundo: Que, para la debida inteli-
gencia del asunto, habrá de indicarse, 
realizando un periplo por el fallo, que 
los jueces, en su motivo noveno, a vir-
tud de los elementos de convicción que 
desarrollan, dieron por establecido el 
siguiente hecho: “El día 22 de agosto de 
2014, a las 02:55 horas aproximadamen-
te, Christian Eduardo García Berríos y 
Mario Andrés Cerda Bolvarán, ingresa-
ron al domicilio ubicado en calle Pedro 
Jorquera Villarroel Nº 1548 de Ovalle, 
de propiedad de doña Rosa Tapia Vega, 
para lo cual Cerda Bolvarán forzó una 
protección y quebró una ventana, por 
donde ingresaron, sustrayendo Cerda 
Bolvarán un perfume de propiedad de 
la víctima, con el cual intentó darse a 
la fuga al percatarse de la presencia po-
licial, quien al huir se provoca lesiones 

importantes en su pierna derecha, al 
incrustarse un vidrio quebrado de la 
ventana del inmueble que había sido 
forzada, mientras que el acusado García 
Berríos, fue sorprendido en la cocina 
del inmueble donde fue detenido por 
Carabineros”.

Tales hechos fueron calificados, en 
el motivo decimotercero, como robo en 
lugar destinado a la habitación en grado 
de frustrado.

En torno a la participación de los 
acusados, los jueces, luego de razonar 
lo pertinente en la consideración de-
cimocuarta, concluyeron en su último 
párrafo que ambos sujetos obraron “en 
este delito como autores, de conformi-
dad al artículo 15 Nº 1 del Código Penal, 
al haber desplegado acciones directas y 
ejecutoras del hecho punible”.

En el motivo decimoséptimo, recha-
zaron la agravante del artículo 456 bis 
Nº 3 del Código Penal, “en atención a 
que no se logró acreditar la dinámica en 
que obraron los sujetos al interior de la 
casa, sobre todo en lo relativo al retiro 
de la especie de su interior, por lo que 
no se acreditó que el actuar conjunto, 
se hubiere traducido en una real dismi-
nución o debilitamiento de la esfera de 
resguardo de la afectada”.

De otra parte, en lo que dice relación 
con la atenuante de la irreprochable 
conducta anterior reconocida a favor 
del acusado Christian García Berríos, 
expusieron en el apartado decimono-
veno que las anotaciones prontuariales 
registradas en su extracto de filiación 
y antecedentes como adolescente, no 
impedían beneficiarlo con aquella ami-
norante de responsabilidad penal. Al 
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efecto señalaron en la parte pertinente: 
“Estima el Tribunal que la imposibilidad 
de considerar en el adulto las anotacio-
nes como adolescente resulta exenta de 
dudas del momento de la publicación y 
consecuencial entrada en vigencia de la 
ley Nº 20.084 que establece un sistema 
sobre responsabilidad de los adolescentes 
por infracciones a la ley penal y lo orde-
nado en las Reglas de Beijing. Al efecto 
la ley Nº 20.084 señala en su artículo 20 
que la finalidad de las sanciones estable-
cidas en dicho sistema ‘tiene por objeto 
hacer efectiva la responsabilidad de los 
adolescentes por los hechos delictivos 
que cometan, de tal manera que la san-
ción forme parte de una intervención 
socioeducativa amplia y orientada a la 
plena integración social’. Por su parte el 
Nº 21.2 de las Reglas de Beijing dispone 
en forma clara que ‘Los registros de 
menores delincuentes no se utilizarán 
en procesos de adultos relativos a casos 
subsiguientes en los que esté implicado 
el mismo delincuente’. Lo anterior es de 
toda lógica ya que si lo que se pretende 
con el marco normativo referido es 
reconducir a nuestros adolescente para 
que tengan una vida adulta adecuada a 
las normas y respetando los derechos 
de terceros, resulta del todo contradic-
torio el considerarles sus actuaciones 
contrarias a la normativa jurídico-penal 
en que hubieren incurrido siendo ado-
lescente, cuando aún su capacidad de 
valoración y de adecuación se encuentra 
en formación”.

Tercero: Que así las cosas, los jueces, 
en definitiva, acogieron a favor de am-
bos condenados la atenuante contem-

plada en el artículo 11 Nº 7 del Código 
Penal; a Cerda Bolvarán le reconocieron 
además aquella contemplada en el Nº 9 
del citado artículo, y a García Berríos, 
como ya se ha visto, la de su irreprocha-
ble conducta anterior. De esta manera 
concluyeron que por favorecerles dos 
atenuantes sin que les perjudicase 
agravante alguna, correspondía rebajar 
la pena asignada al delito en un grado, 
imponiendo así la de tres años y un día 
de presidio menor en su grado máximo.

Cuarto: Que razón asiste al Minis-
terio Público de cuestionar la decisión 
de los jueces de no dar por configurada 
la agravante de responsabilidad penal 
prevista en el artículo 456 bis Nº 3 del 
Código Penal, puesto que se debe tener 
presente, dados los alcances y conte-
nido de la norma que la contiene, que 
objetivamente tal agravante concurre 
siempre que sea más de uno el que 
intervenga en el delito, pero claro está, 
participando materialmente en su eje-
cución. Esta última exigencia respecto 
de la cual algunos autores le atribuyen 
una importancia vital, no puede ser ob-
jeto de controversia en el caso de autos, 
puesto que los jueces expresamente 
determinaron en el párrafo final del 
motivo decimocuarto de su expresión 
jurisdiccional, que a los sentenciados 
les correspondía una participación de 
autores, nada menos que en los térmi-
nos que preceptúa el artículo 15 Nº 1 
del Compendio punitivo, disposición 
que enseña que se consideran autores 
los que toman parte en la ejecución del 
hecho, sea de una manera inmediata y 
directa, sea impidiendo o procurando 
impedir que se evite. Tal calificada de-
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terminación, se encuentra acorde con 
los hechos establecidos en el motivo 
noveno del pronunciamiento en análisis.

Quinto: Que basta lo señalado prece-
dentemente, para concluir que los jue-
ces efectuaron una errónea aplicación 
del derecho en el pronunciamiento de 
su sentencia, al no haber castigado a los 
hechores con la mencionada agravante 
cuya procedencia surgía de los propios 
hechos establecidos y de la calidad 
atribuida nada menos que de autores 
del artículo 15 Nº 1 del Código Penal. 
Por lo ya argumentado, no resulta en-
tonces procedente justificar su posición, 
asilados en la circunstancia de no estar 
acreditado que el retiro de la especie se 
hubiese efectuado de manera conjunta 
y que el actuar de ambos se hubiere 
traducido en una real disminución o 
debilitamiento de la esfera de resguardo 
de la afectada.

Tal errónea aplicación del derecho 
claro que ha influido concretamente 
en lo dispositivo del fallo, puesto que 
la cuantía de la pena para ambos fue 
impuesta a virtud de considerar que 
les favorecía dos atenuantes y no pesaba 
agravante alguna en contra de ellos, de 
manera que procedieron a rebajar en un 
grado la pena base asignada al delito, 
disminución que no podía proceder en 
caso de haber decidido conforme a dere-
cho, salvo que hubiesen efectuado otras 
ponderaciones acerca de una eventual 
y especial compensación, mecanismo 
que, empero, queda tan solo en un hi-
potético devenir.

Sexto: Que en el caso del condenado 
Christian (o Cristián) García Berríos, 
también resulta contrario a derecho 

la determinación de beneficiarlo con 
la atenuante prevista en el artículo 11 
Nº 6 del Código Penal, esto es, de su 
conducta anterior irreprochable, puesto 
que contrariamente a lo que sostienen 
los jueces, a virtud de las razones que 
ya han sido transcritas, es un hecho 
inconcuso que tal interviniente había 
sido condenado en dos oportunidades 
bajo la Ley de Responsabilidad Penal 
Juvenil, incorporándose como prueba 
su extracto de filiación y antecedentes 
de adolescente, copias de las senten-
cias y certificados de ejecutorias de las 
mismas. Entonces, habrá de concluirse 
que ha existido reproche penal concreto 
impuesto por el órgano jurisdiccional 
competente, de manera que aquello 
aleja toda posibilidad de estimar que 
su conducta anterior al hecho punible 
de que trata el juicio en estudio, haya 
sido irreprochable. Por supuesto que 
no la ha sido.

Séptimo: Que es necesario precisar 
que la Reglas de Beijing, bajo cuyo 
manto se erige esencialmente la deci-
sión que ahora criticamos, no resulta 
obligatoria para el Estado chileno, pues 
no tiene la naturaleza de ser un tratado 
internacional ratificado por Chile. Sólo 
constituye un principio de orientación 
pero aun así, su punto 21.2 indicado 
por los jueces (“Los registros de me-
nores delincuentes no se utilizarán en 
procesos de adultos relativos a casos 
subsiguientes en los que esté implicado 
el mismo delincuente”), ni siquiera 
resulta determinante en el sentido atri-
buido, puesto que tal regla se refiere a 
“registros”, vale decir, antecedentes de 
carácter administrativo e investigativo, 
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y no a los registros prontuariales ni a 
las sentencias judiciales ejecutoriadas, 
las que las mismas Reglas de Beijing 
denomina “sentencias” y “decisión de 
la autoridad competente”, de lo que 
sigue que resulta procedente considerar 
las anotaciones que contenga el extracto 
de filiación y antecedentes del acusado 
como adolescente y también las copias 
de las sentencias originadas en proce-
sos tramitados de conformidad a la ley 
Nº 20.084, para los efectos de valorar su 
conducta anterior. Tal línea argumenta-
tiva, que esta Corte comparte, ha sido 
ya expuesta en numerosos fallos, entre 
otros en causa RUC 1.100.699.907-9 del 
Tribunal Oral en lo Penal de Santiago.

Octavo: Que de esta manera, queda 
también en claro que los jueces han 
incurrido en el pronunciamiento de su 
sentencia, en una errónea aplicación 
del derecho que por cierto ha influido 
sustancialmente en lo dispositivo del 
fallo para determinar la cuantía de la 
sanción impuesta al condenado Chris-
tian García Berríos.

Noveno: Que, en consecuencia, a 
virtud de todo lo reflexionado, se ten-
drá que acoger el arbitrio abrogatorio 

deducido por el Ministerio Público, 
debiéndose declarar nulo el fallo y el 
juicio oral como se precisará enseguida.

Por todo lo expresado, y visto ade-
más lo señalado en los artículos 352, 
358, 372, 373 letra b), 384 y 386 del 
Código Procesal Penal, se ACOGE el 
recurso de nulidad deducido por el 
fiscal adjunto de Ovalle don Herbert 
Rohde Iturra en contra de la sentencia 
dictada con fecha 20 de enero de 2015 
por el Tribunal Oral en lo Penal de 
Ovalle, y en consecuencia se declara 
nula la referida sentencia y el juicio oral, 
debiéndose remitir los autos al tribunal 
no inhabilitado que correspondiere, 
para que éste disponga la realización de 
un nuevo juicio oral.

Regístrese y devuélvase por perti-
nente vía.

Redacción del Ministro don Juan 
Pedro Shertzer Díaz.

Pronunciado por la Primera Sala de 
la Corte de Apelaciones de La Serena, 
integrada por los Ministros señor Juan 
Pedro Shertzer Díaz, señor Fernando 
Ramírez Infante y la Fiscal Judicial 
señora Erika Noack Ortiz.

Rol Nº 59-2015.


